

Asunto: Iniciativa con proyecto de decreto 
                                                       por la que se adicionan disposiciones a la Ley de los Trabajadores al
 Servicio del Gobierno, Ayuntamientos y
Organismos Descentralizados del Estado de Colima.

MESA DIRECTIVA DEL H. CONGRESO DEL ESTADO DE COLIMA

Presente

La Diputada Gina Araceli Rocha Ramírez integrante del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional de la Quincuagésima Séptima Legislatura del periodo constitucional 2012-2015 del H. Congreso del Estado de Colima, con fundamento en los artículos 22 fracción I, 83 fracción I y 84 fracción II de la Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado de Colima, someto a la consideración de esta Honorable Asamblea una iniciativa con proyecto de decreto por la que adicionan disposiciones a la Ley de los Trabajadores al Servicio del Gobierno, Ayuntamientos y Organismos Descentralizados del Estado de Colima, misma que se presenta al tenor de la siguiente
E X P O S I C I Ó N      D E       M O T I V O S
La presente iniciativa surge de la necesidad de crear condiciones de ambiente laboral adecuadas para el desempeño de la función pública en el estado de Colima, particularmente se busca proteger a los servidores públicos colimenses del acoso que podrían sufrir en su entorno laboral por parte de sus superiores jerárquicos, de compañeros en la misma jerarquía, y de subalternos hacia un superior. 
El acoso laboral es un fenómeno silencioso que afecta el estado psicofísico de quien es víctima, en incide negativamente en la prestación del servicio público. A pesar de su alta tasa de incidencia, carece, en el ámbito público, de un marco jurídico que castigue al acosador y proteja a la víctima.
De acuerdo a Silvia Arciniega en su investigación “El Acoso Moral (mobbing) en las Organizaciones Laborales”, el acoso, violencia u hostigamiento psicológico laboral (“mobbing” en inglés) es una de las formas más lesivas a la dignidad del trabajador y de su integridad física y psíquica; pues sus efectos inciden directamente sobre la personalidad y la salud mental de la víctima.

La Organización Mundial de la Salud, en el rubro de “Salud y Seguridad en el Trabajo”, ha considerado dentro de los riesgos psicosociales al hostigamiento en el trabajo, el cual es definido como la presión psicológica extrema, continuada y sistemática que durante un tiempo prolongado, una o varias personas ejercen sobre otra, en el lugar de trabajo.

Por su parte, la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en el Acuerdo General de Administración Número III/2012, artículo 2º, fracción I, ha definido al acoso laboral como los actos o comportamientos, en un evento o en una serie de ellos, en el entorno de trabajo o con motivo de éste, con independencia de la relación jerárquica de las personas involucradas, que atenten contra la autoestima, salud, integridad, libertad o seguridad de las personas; entre otros: la provocación, presión, intimidación, exclusión, aislamiento, ridiculización o ataques verbales o físicos, que pueden realizarse de forma evidente, sutil o discreta y que ocasionan humillación, frustración, ofensa, miedo, incomodidad o estrés en la persona en que se dirigen o en quienes lo presencian, con el resultado de que interfieren en el rendimiento laboral o generan un ambiente negativo en el trabajo.

Aunado a ello, la Organización Internacional del Trabajo hace referencia al mobbing como una forma de violencia psicológica en el trabajo. Los actos más comunes por los que se manifiesta este fenómeno son las amenazas personales, comentarios despectivos, humillación pública, tácticas de intimidación, abuso verbal, exclusión intencionada de reuniones y discusiones, demandas excesivas, fechas límite imposibles o peticiones irrazonables.

Este fenómeno se encuentra prohibido implícitamente en diversos instrumentos internacionales de los que México forma parte, tales como el artículo 23 de la Declaración Universal de los Derechos Humanos, los artículos II, III, XIV de la Declaración Americana de los derechos y deberes del hombre, y los numerales 1, 2 y 3 del Convenio 111 sobre la discriminación (empleo y ocupación), de la Organización Internacional del Trabajo.

La Constitución Federal, por su parte, en los dispositivos 1º, 4º y 123 son el fundamento jurídico para la prohibición al hostigamiento laboral, y de manera específica podemos encontrar en la Ley Federal del Trabajo al hostigamiento como una conducta que puede dar lugar a la rescisión de la relación laboral y que genera una sanción.

Pese a que se encuentra prohibido tácitamente en dichos ordenamientos legales internacionales y nacionales, cierto es que la ausencia de una norma concreta ha permitido que la tasa de incidencia de éste fenómeno sea del 24.5%, acorde a la tesis “Propuesta de un Modelo de Detección, Prevención y Atención del Acoso Moral en Pequeñas Empresas del Ramo Hotelero de la Ciudad de Colima”. Es decir, 24 de cada 100 empleados está sufriendo de 4 a 5 actos negativos en su persona y dignidad semanalmente.

Lo cual se corrobora, por lo menos para las mujeres, en  las “Estadísticas sobre desigualdad de género y violencia contra las mujeres” del Instituto Nacional de Estadística y Geografía, pues se señaló que el 29.9% de las mujeres han sufrido violencia laboral.

Por su parte, la tesis “Análisis de Clima Organizacional en la Secretaría de Comunicaciones y Transportes Centro Colima”, refiere que en dicha organización el 33% considera que en esa institución no existen buenas relaciones entre compañeros, el 26% se entera de lo que sucede en su área de trabajo por rumores, el 14% considera que la convivencia con sus compañeros fuera del trabajo no es agradable y, que su jefe no ayuda a mantener un buen ambiente de trabajo, el 16% estima que su jefe le llama la atención sin respeto ni justicia, el 8% no se siente satisfecho para trabajar en esa institución y, el 36% que su preparación no tiene importancia para la empresa.

Aunado a ello, en el “Diagnóstico 2012 del Sistema Único del Modelo de Equidad de Género del Gobierno del Estado de Colima”, se observa que el 8% de las mujeres y el 6% de los hombres consideran que su jefe no se interesa en sus necesidades y problemas, el 3% de ambos géneros que el trato que recibe no es respetuoso, el 9% de mujeres y el 5% de hombres estima que no se ha generado una cultura de trabajo en equipo, el 12% de mujeres y el 7% de hombres considera que no existe un ambiente laboral saludable entre sus compañeros de trabajo, y  el 13%  de mujeres y el 11% de hombres estima que en la dependencia no se previene ni sanciona las prácticas de intimidación y maltrato.

Esta incidencia del acoso laboral trae como consecuencias a nivel individual: problemas cognitivos como olvidos, dificultad de concentración, ansiedad, irritabilidad, apatía; estrés, pesadillas, náuseas, falta de apetito; desajustes en el sistema nervioso como dolores de pecho, sudoración, palpitaciones, sequedad en la boca; desgaste físico que se manifiesta en dolor y malestar corporal general; trastornos de sueño como insomnio; cansancio y debilidad, fatiga crónica, temblores, desmayos; agotamiento emocional y falta de realización personal y; cambios de personalidad como neurosis o psicosis.
A nivel familiar, la víctima de acoso laboral sufre de aislamiento, problemas de pareja, tensiones con los hijos y conflictos familiares en general. También la organización se ve mermada por este fenómeno, pues incrementa el ausentismo, las tasas de incapacidades y accidentes, disminuye la productividad y se desgasta el clima laboral positivo.

Todas estas consecuencias negativas las tiene que afrontar el servidor público de manera callada, pues la ley no provee del marco jurídico adecuado para preservar su dignidad en los centros de trabajo. A diferencia de las normas que rigen para los trabajadores de empresas privadas, que le permite renunciar a su trabajo con el respectivo pago de la indemnización, los servidores públicos que se ven inmersos en este tipo de situaciones no cuentan con el respaldo legal de poder renunciar con justicia.

Así, cuando la situación es ya insostenible se toma la decisión de abandonar su empleo sin recibir pago alguno, aún y cuando éste se debe no a su falta de interés o conocimientos para ejecutar las tareas encomendadas, sino precisamente a ese hostigamiento constante, reiterado y sistemático que le merma su salud física y mental. 

Aunado a ello, el victimario (acosador), persona que carece de los elementos morales para formar parte de una institución pública y, que constituye un problema para la adecuada prestación del servicio público, continúa siendo un burócrata. Es decir, las víctimas se ven obligadas a renunciar y, quien ejecuta actos de acoso psicológico laboral continúa desgastando el ambiente organizacional y mermando la productividad de sus compañeros desde el interior de la dependencia.
Por tanto, es posible aseverar que se carece de incentivos para prevenir la aparición en las dependencias públicas de actos de hostigamiento psicológico contra compañeros de trabajo, subordinados o superiores jerárquicos; pues el victimario no recibe sanción alguna y, la víctima se encuentra obligada a soportarlo o renunciar a su empleo sin recibir una compensación correspondiente.

En consecuencia, todos aquellos que son testigos de esos actos de violencia psicológica en el trabajo se ven atados de manos para poder revertir la situación; y, los superiores jerárquicos que deberían esforzarse por mantener un clima laboral saludable son omisos en emprender acciones correctivas o preventivas, pues estiman que no existe una prohibición a tales conductas.

Esas muestras de tolerancia por aquellos que presencian el acoso psicológico laboral, así como el fenómeno en sí, pueden y deben ser combatidos a través de medidas legislativas que establezcan consecuencias claras para quienes realizan este tipo de conductas.

Pues estamos convencidos de que el no adoptar medidas preventivas y correctivas por parte del superior jerárquico, e incluso participar en el acoso laboral, así como el ser testigo de dichos actos denigrantes y que se perciba como normal por los compañeros de trabajo de la víctima; son muestras de tolerancia hacia estas actividades que dañan la dignidad de las personas, las cuales deben ser erradicadas de nuestro estado; pues ninguna autoridad ni servidor público debe ser tolerante o partícipe de actos que vulneran los derechos humanos.

Con base en todo lo anterior es que la suscrita Diputada Gina Araceli Rocha Ramírez, considero pertinente implementar medidas legislativas que establezcan una sanción definitiva a todo aquel funcionario público que cometa acoso psicológico laboral contra sus compañeros de trabajo, subordinados o superiores jerárquicos. 
Por lo antes expuesto, en uso de las atribuciones que me confiere el orden constitucional y legal vigente, someto a consideración de esta soberanía, la siguiente iniciativa de:
DECRETO

ARTÍCULO PRIMERO. SE REFORMA LA LEY DE LOS TRABAJADORES AL SERVICIO DEL GOBIERNO, AYUNTAMIENTOS Y ORGANISMOS DESCENTRALIZADOS DEL ESTADO DE COLIMA PARA ADICIONAR LA FRACCIÓN XII Y UN ÚLTIMO PÁRRAFO EN EL ARTÍCULO 27.
Artículo 27. Por resolución del Tribunal, serán causas de rescisión de la relación laboral, justificadas y plenamente comprobadas, las siguientes:

[…]

XII. Cometer contra algún compañero de trabajo, con independencia de la relación jerárquica que exista entre ellos, acoso laboral o con motivo de éste.

Para efectos de lo señalado en este artículo, se entiende por acoso laboral aquellas acciones reiteradas y sistemáticas que tienen por finalidad el intimidar, excluir, aislar, ridiculizar, opacar, aplanar, amedrentar, o consumir emocional o intelectualmente a la víctima, con miras a excluirla de la organización o a satisfacer la necesidad de agredir el victimario; sin importar el método o herramientas que se empleen para lograrlo ni la relación jerárquica existente entre la víctima y el victimario.
ARTICULOS TRANSITORIOS

ÚNICO. El presente decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial “El Estado de Colima”.
Publíquese en el Periódico Oficial “El Estado de Colima”.
ATENTAMENTE

Colima, Colima a 11 de agosto de 2014.

LA DIPUTADA INTEGRANTE DEL GRUPO PARLAMENTARIO

DEL PARTIDO ACCION NACIONAL

